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Reglamento (UE) no 1259/2010 del Consejo 

de 20 de diciembre de 2010 

por el que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable al 
divorcio y a la separación judicial 

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, en particular, su artículo 81, 
apartado 3, 

Vista la Decisión 2010/405/UE del Consejo, de 12 de julio de 2010, por la que autoriza una 
cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la separación legal 
[1], 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Previa transmisión del proyecto de acto legislativo a los Parlamentos nacionales, 

Visto el dictamen del Parlamento Europeo, 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo, 

De conformidad con un procedimiento legislativo especial, 

Considerando lo siguiente: 

(1) La Unión se ha marcado como objetivo mantener y desarrollar un espacio de libertad, 
seguridad y justicia que garantice la libre circulación de las personas. Para el progresivo 
establecimiento de dicho espacio, la Unión debe adoptar medidas en el ámbito de la 
cooperación judicial en los asuntos civiles con repercusión transfronteriza, en particular 
cuando resulte necesario para el buen funcionamiento del mercado interior. 

(2) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 81 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, esas medidas incluyen, en particular, las destinadas a garantizar la 
compatibilidad de las normas aplicables en los Estados miembros en materia de conflictos 
de leyes. 

(3) La Comisión adoptó, el 14 de marzo de 2005, un Libro Verde sobre la legislación 
aplicable y la competencia en asuntos de divorcio. Este Libro Verde puso en marcha una 
amplia consulta pública sobre las posibles soluciones a los problemas que puedan surgir en 
la situación actual. 

(4) La Comisión propuso, el 17 de julio de 2006, un Reglamento destinado a modificar el 
Reglamento (CE) no 2201/2003 del Consejo [2] por lo que se refiere a la competencia y a 
introducir normas relativas a la ley aplicable en materia matrimonial. 

(5) El Consejo, reunido en Luxemburgo los días 5 y 6 de junio de 2008, concluyó que no 
había unanimidad sobre esta propuesta y que existían dificultades insuperables que hacían 
imposible, en ese momento y en el futuro próximo, toda unanimidad. Observó que los 
objetivos de la propuesta no podían alcanzarse en un plazo razonable aplicando las 
disposiciones pertinentes de los Tratados. 

(6) Bélgica, Bulgaria, Alemania, Grecia, España, Francia, Italia, Letonia, Luxemburgo, 
Hungría, Malta, Austria, Portugal, Rumanía y Eslovenia presentaron posteriormente a la 
Comisión una solicitud en la que manifestaban su intención de instaurar entre ellos una 
cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable en materia matrimonial. El 3 de 
marzo de 2010 Grecia retiró su solicitud. 



(7) El Consejo adoptó, el 12 de julio de 2010, la Decisión 2010/405/UE por la que se 
autoriza una cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la 
separación legal. 

(8) Según el artículo 328, apartado 1, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 
las cooperaciones reforzadas están abiertas a todos los Estados miembros en el momento 
en que se establecen, siempre y cuando se respeten las posibles condiciones de 
participación establecidas en la decisión de autorización. También lo están en cualquier 
otro momento, siempre y cuando se respeten, además de las mencionadas condiciones, 
los actos ya adoptados en ese marco. La Comisión y los Estados miembros que participen 
en una cooperación reforzada procurarán fomentar la participación del mayor número 
posible de Estados miembros. El presente Reglamento debe ser vinculante en su totalidad 
y directamente aplicable solo en los Estados miembros participantes de conformidad con 
los Tratados. 

(9) El presente Reglamento debe crear un marco jurídico claro y completo en materia de 
ley aplicable al divorcio y a la separación judicial en los Estados miembros participantes, 
garantizar soluciones adecuadas para los ciudadanos en términos de seguridad jurídica, 
previsibilidad y flexibilidad, e impedir situaciones en las que uno de los cónyuges solicite el 
divorcio antes que el otro con el fin de que el procedimiento se rija por una ley 
determinada que dicho cónyuge estime más favorable a la protección de sus intereses. 

(10) El ámbito de aplicación material y el articulado del presente Reglamento deben ser 
coherentes con los del Reglamento (CE) no 2201/2003. No obstante, el presente 
Reglamento no debe aplicarse a la anulación del matrimonio. 

El presente Reglamento solo debe aplicarse a la disolución o la relajación del vínculo 
matrimonial. La ley que determinen las normas sobre conflicto de leyes del presente 
Reglamento debe aplicarse a los motivos para el divorcio y la separación judicial. 

Las cuestiones prejudiciales como la capacidad jurídica y la validez del matrimonio, y 
cuestiones como los efectos del divorcio o la separación judicial en el patrimonio, el 
apellido, la responsabilidad parental, las obligaciones alimentarias u otras posibles medidas 
accesorias deben ser determinadas por las normas sobre conflicto de leyes aplicables en el 
Estado miembro participante de que se trate. 

(11) Con el fin de delimitar con claridad el ámbito de aplicación territorial del presente 
Reglamento, conviene determinar los Estados miembros que participan en la cooperación 
reforzada. 

(12) El presente Reglamento debe tener carácter universal, de modo que, con arreglo a 
sus normas uniformes de conflicto de leyes, se pueda designar como ley aplicable la ley de 
un Estado miembro participante, la de un Estado miembro no participante o la de un 
Estado que no pertenezca a la Unión Europea. 

(13) El presente Reglamento debe aplicarse independientemente de la naturaleza del 
órgano jurisdiccional ante el que se interponga la demanda. Si ha lugar, conviene 
considerar que se ha incoado un procedimiento ante un órgano jurisdiccional atendiendo a 
las disposiciones del Reglamento (CE) no 2201/2003. 

(14) Para que los cónyuges puedan designar una ley aplicable con la que tengan vínculos 
estrechos o, a falta de elección, para que pueda aplicarse a su divorcio o separación 
judicial una ley de esas características, esta debe ser aplicable aunque no sea la de un 
Estado miembro participante. En caso de designación de la ley de otro Estado miembro, la 
Red establecida por medio de la Decisión 2001/470/CE del Consejo, de 28 de mayo de 
2001, por la que se crea una Red Judicial Europea en materia civil y mercantil [3] podría 
prestar asistencia a los órganos jurisdiccionales informándoles sobre el contenido de la ley 
extranjera. 

(15) Aumentar la movilidad de los ciudadanos requiere, por una parte, más flexibilidad y, 
por otra, mayor seguridad jurídica. Para contribuir a este objetivo, el presente Reglamento 
debe reforzar la autonomía de las partes en materia de divorcio y de separación judicial, 
dejándoles cierto margen para elegir la ley aplicable a su divorcio o separación. 



(16) Es importante que los cónyuges puedan elegir como ley aplicable a su divorcio o 
separación judicial la de un país con el que tengan una vinculación especial, o la ley del 
foro. La ley elegida debe ser conforme a los derechos fundamentales reconocidos en los 
Tratados y en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 

(17) Antes de designar la ley aplicable, es importante que los cónyuges tengan acceso a 
información actualizada sobre los principales aspectos de la legislación nacional, del 
Derecho de la Unión Europea y de los procedimientos de divorcio y separación judicial. 
Con el fin de garantizar ese acceso a una información pertinente y de calidad, la Comisión 
actualiza periódicamente los datos del sistema de información al público a través de 
Internet, establecido mediante la Decisión 2001/470/CE. 

(18) La elección informada de ambos cónyuges es un principio fundamental del presente 
Reglamento. Es importante que cada cónyuge sepa exactamente cuáles son las 
consecuencias jurídicas y sociales de la elección de la ley aplicable. La posibilidad de elegir 
de común acuerdo la ley aplicable no debe afectar a los derechos ni a la igualdad de 
oportunidades de los cónyuges. Por esa razón, es importante que los jueces de los Estados 
miembros participantes sean conscientes de la importancia de que los cónyuges hagan 
una elección informada, con conocimiento de las consecuencias jurídicas del convenio que 
celebren para elegir la ley aplicable. 

(19) Procede definir normas relativas a la validez material y formal para facilitar la elección 
informada de los cónyuges y para que se respete su consentimiento a fin de garantizar la 
seguridad jurídica y un mejor acceso a la justicia. Por lo que respecta a la validez formal, 
es conveniente introducir ciertas salvaguardias para garantizar que los cónyuges sean 
conscientes de las consecuencias de su elección. Como mínimo, el convenio respecto a la 
elección de la ley aplicable debe formularse por escrito y estar fechado y firmado por 
ambas partes. No obstante, es importante que se respeten los requisitos formales 
adicionales que pueda estipular la legislación del Estado miembro participante en el que 
ambos cónyuges tengan su residencia habitual en el momento de la celebración del 
convenio. Pueden existir requisitos formales adicionales, por ejemplo, en un Estado 
miembro participante en el que el convenio se inserte en el contrato de matrimonio. Si, en 
la fecha de celebración del convenio, los cónyuges tienen su residencia habitual en 
distintos Estados miembros participantes en los que se apliquen requisitos formales 
diferentes entre sí, bastaría con que se respetasen los requisitos formales de uno de esos 
dos Estados. Si, en la fecha de celebración del convenio, solo uno de los cónyuges tiene su 
residencia habitual en un Estado miembro participante en el que se apliquen requisitos 
formales adicionales, estos deben respetarse. 

(20) Es conveniente que el convenio de designación de la ley aplicable pueda celebrarse y 
modificarse a más tardar en la fecha en la que se interponga la demanda ante el órgano 
jurisdiccional, o incluso durante el procedimiento si así lo prevé la ley del foro. En tal caso, 
debe bastar con que dicha designación sea registrada por el órgano jurisdiccional de 
conformidad con la ley del foro. 

(21) A falta de elección de la ley aplicable, es conveniente que el presente Reglamento 
establezca normas armonizadas de conflicto de leyes basadas en una escala de criterios de 
vinculación sucesivos fundados en la existencia de un vínculo estrecho entre los cónyuges 
y la ley de que se trate, para garantizar la seguridad jurídica y la previsibilidad e impedir 
situaciones en las que uno de los cónyuges solicite el divorcio antes que el otro con el fin 
de que el procedimiento se rija por una ley determinada que dicho cónyuge estime más 
favorable a la protección de sus intereses. Esos criterios de vinculación deben elegirse de 
modo que se garantice que el procedimiento de divorcio o separación judicial se rija por 
una ley con la que los cónyuges tengan un vínculo estrecho. 

(22) En los casos en que el presente Reglamento hace referencia a la nacionalidad como 
criterio de vinculación a efectos de la aplicación de la ley de un determinado Estado, el 
tratamiento de los casos de nacionalidad múltiple debe regirse por la legislación nacional, 
respetando plenamente los principios generales de la Unión Europea. 

(23) Si se recurre a un órgano jurisdiccional para convertir una separación judicial en 
divorcio y las partes no han elegido la ley aplicable, la ley que se haya aplicado a la 



separación debe aplicarse también al divorcio. Esta continuidad supondría una mayor 
previsibilidad para las partes y aumentaría la seguridad jurídica. Si la ley que se ha 
aplicado a la separación judicial no prevé que esta pueda convertirse en divorcio, es 
conveniente que el divorcio se rija por las normas sobre conflicto de leyes que sean 
aplicables a falta de elección de las partes. Esto no debe impedir que los cónyuges traten 
de obtener el divorcio basándose en otras normas del presente Reglamento. 

(24) En algunas situaciones es oportuno, no obstante, que se aplique la ley del órgano 
jurisdiccional ante el que se ha interpuesto la demanda, por ejemplo cuando la ley 
aplicable no contemple el divorcio o cuando no conceda a uno de los cónyuges, por 
razones de sexo, igualdad de acceso al divorcio o a la separación judicial. Estos supuestos 
deben entenderse, no obstante, sin perjuicio de la cláusula relativa al orden público. 

(25) En circunstancias excepcionales, es conveniente que los órganos jurisdiccionales de 
los Estados miembros participantes puedan, por consideraciones de interés público, 
descartar una disposición de la ley extranjera si su aplicación a un caso concreto es 
manifiestamente contraria al orden público del foro. No obstante, los órganos 
jurisdiccionales no deben poder aplicar la excepción de orden público con el fin de 
descartar una disposición de la ley de otro Estado si con ello se vulnera la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en particular su artículo 21, que prohíbe 
toda forma de discriminación. 

(26) Las referencias del presente Reglamento al hecho de que la ley del Estado miembro 
participante a cuyos órganos jurisdiccionales se ha recurrido no contempla el divorcio 
deben interpretarse en el sentido de que la ley de tal Estado miembro carece de la figura 
del divorcio. En tal caso, no debe obligarse al órgano jurisdiccional a pronunciar una 
sentencia de divorcio en virtud del presente Reglamento. 

Las referencias del presente Reglamento al hecho de que la ley de Estado miembro 
participante a cuyos órganos jurisdiccionales se recurre no considera válido el matrimonio 
de que se trate a los efectos de un proceso de divorcio deben interpretarse, entre otras 
cosas, en el sentido de que ese matrimonio no existe según la ley de tal Estado miembro. 
En tal caso, no debe obligarse al órgano jurisdiccional a pronunciar una sentencia de 
divorcio o separación judicial en virtud del presente Reglamento. 

(27) Dado que en varios Estados y Estados miembros participantes coexisten dos o más 
sistemas jurídicos o conjuntos de normas respecto de las cuestiones reguladas por el 
presente Reglamento, es conveniente estipular en qué medida las disposiciones del 
presente Reglamento se aplican en las distintas unidades territoriales de estos Estados y 
Estados miembros participantes, o a diferentes categorías de personas de esos Estados y 
Estados miembros participantes. 

(28) A falta de normas que designen la ley aplicable, es importante que las partes que 
elijan la ley del Estado de nacionalidad de una de ellas indiquen al mismo tiempo cuál es la 
unidad territorial cuya ley han elegido en caso de que el mencionado Estado comprenda 
varias unidades territoriales, cada una de ellas con su propio sistema jurídico o conjunto 
de normas aplicable al divorcio. 

(29) Dado que los objetivos del presente Reglamento, a saber, el aumento de la seguridad 
jurídica, la previsibilidad y la flexibilidad en los procesos matrimoniales de ámbito 
internacional y por lo tanto la facilitación de la libre circulación de personas en la Unión, no 
pueden ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros y, por consiguiente, 
debido a las dimensiones y los efectos del presente Reglamento, pueden lograrse mejor a 
escala de la Unión, esta puede adoptar medidas por medio de una cooperación reforzada, 
de acuerdo con el principio de subsidiariedad consagrado en el artículo 5 del Tratado de la 
Unión Europea. De conformidad con el principio de proporcionalidad enunciado en dicho 
artículo, el presente Reglamento no excede de lo necesario para alcanzar esos objetivos. 

(30) El presente Reglamento respeta los derechos fundamentales y observa los principios 
reconocidos por la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en concreto 
por su artículo 21, que prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de 
sexo, raza, color, orígenes étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o 
convicciones, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría 



nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual. El presente 
Reglamento debe ser aplicado por los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros 
participantes en cumplimiento de estos derechos y principios. 

HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO: 

CAPÍTULO I 

ÁMBITO APLICACIÓN, RELACIÓN CON EL REGLAMENTO (CE) No 2201/2003, DEFINICIÓN 
Y APLICACIÓN UNIVERSAL 

Artículo 1 

Ámbito de aplicación 

1. El presente Reglamento se aplicará, en las situaciones que impliquen un conflicto de 
leyes, al divorcio y a la separación judicial. 

2. El presente Reglamento no se aplicará a los siguientes asuntos, aun cuando se planteen 
como mera cuestión prejudicial en el contexto de un procedimiento de divorcio o 
separación judicial: 

a) la capacidad jurídica de las personas físicas; 

b) la existencia, validez o reconocimiento de un matrimonio; 

c) la nulidad matrimonial; 

d) el nombre y apellidos de los cónyuges; 

e) las consecuencias del matrimonio a efectos patrimoniales; 

f) la responsabilidad parental; 

g) las obligaciones alimentarias; 

h) los fideicomisos o sucesiones. 

Artículo 2 

Relación con el Reglamento (CE) no 2201/2003 

El presente Reglamento no afectará a la aplicación del Reglamento (CE) no 2201/2003. 

Artículo 3 

Definiciones 

A efectos del presente Reglamento se entenderá por: 

1) "Estado miembro participante", el Estado miembro que participa en la cooperación 
reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la separación judicial en virtud de 
la Decisión 2010/405/UE o en virtud de una decisión adoptada de conformidad con el 
artículo 331, apartado 1, párrafos segundo o tercero, del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea; 

2) "órgano jurisdiccional", todas las autoridades de los Estados miembros participantes con 
competencia en las materias incluidas en el ámbito de aplicación del presente Reglamento. 

Artículo 4 

Aplicación universal 

La ley designada por el presente Reglamento se aplicará aunque no sea la de un Estado 
miembro participante. 

CAPÍTULO II 

NORMAS UNIFORMES SOBRE LA LEY APLICABLE AL DIVORCIO Y A LA SEPARACIÓN 
JUDICIAL 

Artículo 5 

Elección de la ley aplicable por las partes 

1. Los cónyuges podrán convenir en designar la ley aplicable al divorcio y a la separación 
judicial, siempre que sea una de las siguientes leyes: 

a) la ley del Estado en que los cónyuges tengan su residencia habitual en el momento de 
la celebración del convenio; 



b) la ley del Estado del último lugar de residencia habitual de los cónyuges, siempre que 
uno de ellos aún resida allí en el momento en que se celebre el convenio; 

c) la ley del Estado cuya nacionalidad tenga uno de los cónyuges en el momento en que 
se celebre el convenio, o 

d) la ley del foro. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3, el convenio por el que se designe la ley 
aplicable podrá celebrarse y modificarse en cualquier momento, pero a más tardar en la 
fecha en que se interponga la demanda ante un órgano jurisdiccional. 

3. Si la ley del foro así lo establece, los cónyuges también podrán designar la ley aplicable 
ante el órgano jurisdiccional en el curso del procedimiento. En tal caso, el órgano 
jurisdiccional registrará la designación de conformidad con la ley del foro. 

Artículo 6 

Consentimiento y validez material 

1. La existencia y la validez de un convenio de elección de la ley aplicable y de sus 
cláusulas se determinarán con arreglo a la ley por la que se regiría el convenio en virtud 
del presente Reglamento si el convenio o cláusula fuera válido. 

2. No obstante, el cónyuge que desee establecer que no dio su consentimiento podrá 
acogerse a la ley del país en el que tenga su residencia habitual en el momento en que se 
interponga la demanda ante el órgano jurisdiccional si de las circunstancias se desprende 
que no sería razonable determinar el efecto de su conducta de conformidad con la ley 
especificada en el apartado 1. 

Artículo 7 

Validez formal 

1. El convenio contemplado en el artículo 5, apartados 1 y 2, se formulará por escrito y 
estará fechado y firmado por ambos cónyuges. Se considerará hecha por escrito toda 
transmisión efectuada por medios electrónicos que proporcione un registro duradero del 
convenio. 

2. No obstante, si la legislación del Estado miembro participante en el que ambos 
cónyuges tengan su residencia habitual en la fecha de celebración del convenio establece 
requisitos formales adicionales para ese tipo de convenio, dichos requisitos serán de 
aplicación. 

3. Si, en la fecha de celebración del convenio, los cónyuges tienen su residencia habitual 
en distintos Estados miembros participantes y si las legislaciones de ambos Estados 
disponen requisitos formales diferentes, el convenio será formalmente válido si cumple los 
requisitos de una de las dos legislaciones. 

4. Si, en la fecha de celebración del convenio, solo uno de los cónyuges tiene su residencia 
habitual en un Estado miembro participante y si la legislación de tal Estado establece 
requisitos formales adicionales para ese tipo de convenio, dichos requisitos serán de 
aplicación. 

Artículo 8 

Ley aplicable a falta de elección por las partes 

A falta de una elección según lo establecido en el artículo 5, el divorcio y la separación 
judicial estarán sujetos a la ley del Estado: 

a) en que los cónyuges tengan su residencia habitual en el momento de la interposición de 
la demanda o, en su defecto, 

b) en que los cónyuges hayan tenido su última residencia habitual, siempre que el período 
de residencia no haya finalizado más de un año antes de la interposición de la demanda, y 
que uno de ellos aún resida allí en el momento de la interposición de la demanda o, en su 
defecto; 

c) de la nacionalidad de ambos cónyuges en el momento de la interposición de la 
demanda o, en su defecto, 



d) ante cuyos órganos jurisdiccionales se interponga la demanda. 

Artículo 9 

Conversión de la separación judicial en divorcio 

1. En caso de conversión de la separación judicial en divorcio, la ley aplicable al divorcio 
será la que se haya aplicado a la separación, salvo que las partes hayan convenido otra 
cosa de conformidad con el artículo 5. 

2. No obstante, si la ley aplicada a la separación judicial no prevé la conversión de la 
separación judicial en divorcio, se aplicará lo dispuesto en el artículo 8, salvo que las 
partes hayan convenido otra cosa de conformidad con el artículo 5. 

Artículo 10 

Aplicación de la ley del foro 

Cuando la ley aplicable con arreglo a los artículos 5 u 8 no contemple el divorcio o no 
conceda a uno de los cónyuges, por motivos de sexo, igualdad de acceso al divorcio o a la 
separación judicial, se aplicará la ley del foro. 

Artículo 11 

Exclusión del reenvío 

Cuando el presente Reglamento prescriba la aplicación de la ley de un Estado, se 
entenderá por ello las normas jurídicas en vigor en dicho Estado con exclusión de las 
normas de Derecho internacional privado. 

Artículo 12 

Orden público 

Solo podrá excluirse la aplicación de una disposición de la ley designada en virtud del 
presente Reglamento si esta aplicación es manifiestamente incompatible con el orden 
público del foro. 

Artículo 13 

Diferencias en las legislaciones nacionales 

Nada de lo dispuesto en el presente Reglamento obligará a los órganos jurisdiccionales de 
los Estados miembros participantes cuyas legislaciones no contemplen el divorcio o no 
consideren válido el matrimonio en cuestión a efectos de un procedimiento de divorcio a 
pronunciar una sentencia de divorcio en virtud de la aplicación del presente Reglamento. 

Artículo 14 

Estados con dos o más sistemas jurídicos – conflictos territoriales de leyes 

Si un Estado se compone de varias unidades territoriales, cada una de las cuales con su 
propio sistema jurídico o conjunto de normas respecto de las cuestiones reguladas por el 
presente Reglamento: 

a) toda referencia a la legislación de tal Estado se entenderá, a efectos de determinar la 
ley aplicable con arreglo al presente Reglamento, como una referencia a la legislación 
vigente en la unidad territorial de que se trate; 

b) toda referencia a la residencia habitual en tal Estado se entenderá como una referencia 
a la residencia habitual en una unidad territorial; 

c) toda referencia a la nacionalidad se referirá a la unidad territorial designada por la ley 
de tal Estado o, a falta de normas a estos efectos, a la unidad territorial elegida por las 
partes, o bien, a falta de elección, a la unidad territorial con la que el cónyuge o los 
cónyuges estén más estrechamente vinculados. 

Artículo 15 

Estados con dos o más sistemas jurídicos – conflictos interpersonales de leyes 

Toda referencia a la ley de un Estado que tenga dos o más sistemas jurídicos o conjuntos 
de normas aplicables a diferentes categorías de personas en lo que se refiere a las 
cuestiones reguladas por el presente Reglamento se entenderá como una referencia al 
sistema jurídico determinado por las normas vigentes en tal Estado. A falta de tales 



normas, se aplicará el sistema jurídico o el conjunto de normas con el que el cónyuge o los 
cónyuges estén más estrechamente vinculados. 

Artículo 16 

Inaplicación del presente Reglamento a los conflictos internos de leyes 

Los Estados miembros participantes en los que se apliquen diferentes sistemas jurídicos o 
conjuntos de normas a las cuestiones reguladas por el presente Reglamento no estarán 
obligados a aplicarlo a los conflictos de leyes que se planteen exclusivamente entre esos 
sistemas jurídicos o conjuntos de normas. 

CAPÍTULO III 

OTRAS DISPOSICIONES 

Artículo 17 

Información facilitada por los Estados miembros participantes 

1. A más tardar el 21 de septiembre de 2011, los Estados miembros participantes 
comunicarán a la Comisión, en su caso, sus disposiciones nacionales relativas a: 

a) los requisitos formales que sean de aplicación a los convenios sobre elección de la ley 
aplicable en virtud del artículo 7, apartados 2, 3 y 4, y 

b) la posibilidad de designar la ley aplicable de conformidad con el artículo 5, apartado 3. 

Los Estados miembros participantes comunicarán a la Comisión cualquier modificación 
ulterior de dichas disposiciones. 

2. La Comisión pondrá a disposición del público la información que reciba de conformidad 
con el apartado 1, a través de los medios que considere adecuados, en particular mediante 
el sitio web de la Red Judicial Europea en materia civil y mercantil. 

Artículo 18 

Disposiciones transitorias 

1. El presente Reglamento se aplicará solamente a las demandas interpuestas y a los 
convenios a que se refiere el artículo 5 celebrados a partir del 21 de junio de 2012. 

No obstante, se dará también efecto a todo convenio relativo a la elección de la ley 
aplicable celebrado antes del 21 de junio de 2012, siempre y cuando cumpla lo dispuesto 
en los artículos 6 y 7. 

2. El presente Reglamento no afectará a los convenios relativos a la elección de la ley 
aplicable celebrados de conformidad con la legislación del Estado miembro participante del 
órgano jurisdiccional ante el que se haya interpuesto una demanda antes del 21 de junio 
de 2012. 

Artículo 19 

Relación con convenios internacionales existentes 

1. Sin perjuicio de las obligaciones que incumben a los Estados miembros participantes de 
conformidad con el artículo 351 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el 
presente Reglamento no afectará a la aplicación de los convenios internacionales de los 
que uno o más Estados miembros participantes sean parte en la fecha de adopción del 
presente Reglamento o en la fecha de adopción de la decisión a que se refiere el artículo 
331, apartado 1, párrafos segundo o tercero, del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, y que establezcan normas sobre conflictos de leyes en relación con el divorcio o 
la separación. 

2. Sin embargo, el presente Reglamento prevalecerá, entre los Estados miembros 
participantes, sobre los convenios celebrados exclusivamente entre dos o más de ellos, en 
la medida en que esos convenios se refieran a materias reguladas por el presente 
Reglamento. 

Artículo 20 

Cláusula de revisión 



1. A más tardar el 31 de diciembre de 2015, y a continuación cada cinco años, la Comisión 
presentará al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo un 
informe relativo a la aplicación del presente Reglamento. En caso necesario el informe irá 
acompañado de propuestas de adaptación del presente Reglamento. 

2. A tal fin, los Estados miembros participantes comunicarán a la Comisión la información 
pertinente sobre la aplicación del presente Reglamento por sus órganos jurisdiccionales. 

CAPÍTULO IV 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 21 

Entrada en vigor y fecha de aplicación 

El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Unión Europea. 

Será aplicable a partir del 21 de junio de 2012, con la excepción del artículo 17, que se 
aplicará a partir del 21 de junio de 2011. 

Para los Estados miembros participantes que participen en la cooperación reforzada en 
virtud de una decisión adoptada de conformidad con el artículo 331, apartado 1, párrafos 
segundo o tercero, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el presente 
Reglamento se aplicará a partir de la fecha indicada en la decisión correspondiente. 

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable 
en cada Estado miembro de conformidad con los Tratados. 

Hecho en Bruselas, el 20 de diciembre de 2010. 

Por el Consejo 

La Presidenta 

J. Schauvliege 
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